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Tema 1 El conflicto jurídico y sus medios de solución
Ixusko Ordeñana Gezuraga

 I.  El conflicto jurídico, su prevención y resolución, como causa de la existencia del Derecho, en general, y del Derecho procesal, en particular
El Derecho, entendido como el conjunto de normas que rigen el comportamiento del hombre y la mujer en sociedad (lo que llamamos Derecho objetivo), existe con dos finalidades principales: evitar los conflictos jurídicos y su resolución pacífica. En otros términos, es el conflicto jurídico, entendido como choque o fricción de intereses entre dos o más personas, inevitable en la convivencia social, en cuanto las personas nos caracterizamos por tener intereses distintos, la razón del ser del Derecho (ubi societas, ibi ius). Identificamos, con ello, tomando como referente el conflicto jurídico, la doble actuación del Derecho. Por una parte, y para evitar aquel (función preventiva del conflicto jurídico), ordena el estatuto de la ciudadanía, es decir, el conjunto de sus derechos subjetivos y deberes en las distintas parcelas de la vida social. Garantiza así, la seguridad jurídica y la paz social, de forma que todas las personas sabemos qué podemos o debemos (y qué no) hacer. Surgen, al tiempo, las distintas ramas del Derecho, aquéllas que llamamos Derecho material o sustantivo (civil, penal, administrativo...). Sin embargo, en cuanto el conflicto jurídico es inevitable, el Derecho ordena los mecanismos para la resolución de las discrepancias que surgen en aplicación del Derecho material o sustantivo, al tiempo que se garantiza la convivencia social (el orden público, la paz social, el bien común y la justicia).
En este esquema, el Derecho procesal es la única rama del Derecho que se ocupa del análisis y estudio de esta actuación posterior al conflicto; es decir, de su resolución. Para ello, se ha centrado, tradicionalmente, en el Poder Judicial y su actuación y, más modernamente, también, en los mecanismos extrajudiciales de resolución de conflictos (conciliación, mediación y arbitraje, principalmente).
II.  Formas de solucionar los conflictos jurídicos: autotutela, autocomposición y heterocomposición
Incidiendo en los instrumentos de resolución del conflicto jurídico, tradicionalmente, se distinguen 3 modelos o formas de componerlo, atendiendo a los sujetos que intervienen (a veces, únicamente las partes del conflicto, otras, también, terceras personas) y, en su caso, al papel de estas terceras personas (a veces, únicamente facilitando el diálogo de las partes, en su intento de solventar el conflicto jurídico, otras, llegando a imponer la solución al mismo). Son los siguientes:
1.  La autotutela
Identificada como la forma más primitiva de hacer justicia, propia de sociedades menos evolucionadas e institucionalmente poco organizadas, supone la solución del conflicto jurídico por las propias partes protagonistas —sin asistencia de tercera persona alguna— mediante el uso de la fuerza. Por ello, basándose en esta última, en cuanto medio de resolución del conflicto, también se la conoce como autodefensa, autoayuda o «Ley del Talión». Ciertamente, en este modelo de justicia la parte más fuerte impone su solución, de manera coactiva, a la más débil, lo que convierte el método —como norma general— en injusto y contrario a la ley, en un Estado de Derecho desarrollado.
Esta sería su representación gráfica (relación vertical inclinada entre las partes del conflicto jurídico):
[image: ]
Conviene remarcar que la autotutela es la génesis del actual sistema de justicia y de que, en su momento, fue la respuesta, socialmente legitimada y aceptada, al conflicto. En esta concepción, el «ojo por ojo, diente por diente» no era una facultad ilimitada de la persona, sino que, regida por el principio de proporcionalidad, exigía una simetría entre el daño sufrido y la respuesta (en su caso, castigo) ofrecida.
	AUTOTUTELA=AUTO+TUTELA= «LEY DEL TALIÓN» (OJO POR OJO, DIENTE POR DIENTE)

El uso de la fuerza, como método de resolución del conflicto y sus riesgos o consecuencias colaterales (no garantizar la igualdad de las partes, posibilitando que la débil quede indefensa o que la respuesta sea absolutamente desproporcionada, o incluso, la perpetuación del conflicto, en la dinámica acción-reacción) hace que los ordenamientos jurídicos modernos y desarrollados prohíban, como norma general, la autotutela. Nuestro Derecho lo hace en el art. 455 CP, vetando y tipificando la realización arbitraria del derecho (subjetivo) propio. Sin perjuicio de ello, encontramos, excepcionalmente, y en el marco legal vigente, manifestaciones de autoayuda. Así, la legítima defensa, en el ámbito penal (art. 20.4 CP); la huelga, en el laboral (art. 28.2 CE); o, en el civil, las limitaciones al derecho real de propiedad consistentes en la facultad de la persona propietaria de una heredad, jardín o patio de cortar por sí misma las raíces de los árboles vecinos que se extiendan sobre su suelo (art. 592 CC) o la de la persona propietaria de un enjambre de abejas de perseguirlo sobre el fundo ajeno (art. 612 CC). Del mismo modo, y pendientes de su estudio en la lección correspondiente, en el marco legislativo vigente, se reconoce a la Administración pública el privilegio de la autotutela, para el cumplimiento de su fin constitucional (servir, con objetividad, el interés general) (art. 103.1 CE). Conforme a esta autotutela, la Administración actúa como jueza y parte, haciendo cumplir su normativa. Piénsese, por ejemplo, en las sanciones de tráfico o en las relativas a las licencias de construcción. Característica esencial de nuestro Estado de Derecho (art. 1 CE), no obstante, en cuanto la Administración pública actúa con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, su autotutela es controlada por el Poder Judicial.
2.  La autocomposición
Muestra de una clara evolución hacia la civilización en la resolución del conflicto jurídico, la denominada autocomposición se basa, en general, en la libertad de las partes en conflicto y, en particular, en su acuerdo de voluntades para su resolución. En esta configuración, nos tenemos que fijar en dos elementos: su método y la posible intervención de terceras personas.
Haciendo a un lado la fuerza en la que se basa la autotutela, esta forma de resolución del conflicto jurídico descansa sobre el diálogo entre las partes, que, mediante concesiones recíprocas, produce consensos. Así, el acuerdo es fruto de la colaboración recíproca, modificando sus pretensiones (posiciones) iniciales en aras de obtener un pacto o convenio que satisface, igualmente, los intereses de ambas. Este proceder es posible, abandonando la aplicación estricta de la ley, en el caso (conflicto) concreto, siempre que las normas e intereses en juego sean disponibles o negociables. En sentido contrario, nunca cabe cuando las normas implicadas son indisponibles, innegociables o imperativas. Por consiguiente, por ejemplo, se puede negociar en torno a una deuda, pero nunca sobre el estado civil.
Respecto a la actuación de terceras personas, en la autocomposición existen dos opciones. Así, las partes pueden actuar por sí solas, sin la intervención de tercera persona alguna que les ayude en el procedimiento de dialogo pacífico dirigido a la obtención de un acuerdo. Es la coyuntura a la que denominamos negociación pura (autocomposición pura). La segunda posibilidad es que las partes cuenten con el auxilio de una tercera persona que les ayuda en la resolución del conflicto. Esta tercera persona, no obstante, limita su actividad a la organización y gestión del diálogo, sin que pueda imponer una solución al conflicto. Por consiguiente, de obtenerse un acuerdo, éste es, en todo caso, producto de las partes, sin que requiera aprobación alguna por la tercera persona. Esta segunda coyuntura es la que se produce en la conciliación o la mediación.
Quede claro que, en la autocomposición, la resolución del conflicto es siempre (en ambos casos) fruto exclusivo del acuerdo de la voluntad de las partes. Así:
	AUTOCOMPOSICIÓN: AUTO (PARTES) +COMPOSITIO (RESOLUCIÓN DEL CONFLICTO)
POR SÍ SOLAS (NEGOCIACIÓN) O
CON AUXILIO DE TERCERO QUE NO IMPONE (CONCILIACIÓN, MEDIACIÓN)


Su representación gráfica sería la siguiente (línea horizontal, con las partes al mismo nivel y con posibilidad de actuación de tercero o no):
[image: ]
3.  La heterocomposición
Este método se basa en la resolución del conflicto jurídico por parte de una tercera persona que impone su solución, es decir, que actúa supra partes. En esta configuración debemos destacar dos elementos: uno, en relación a la posición de las partes y de la tercera persona en el mecanismo de resolución y, otro, en relación al método de resolución. Así, en la heterocomposición, las partes en conflicto actúan, en igualdad, si bien sometidos al criterio de una tercera persona, imponiendo ésta la solución al conflicto, poniéndole fin, mediante una resolución, que aquéllas han de acatar obligatoriamente. Este poder o facultad de la tercera persona requiere, en todo caso, su imparcialidad o falta de interés en el conflicto concreto que resuelve, tanto respecto a sus protagonistas (personas), como a su objeto (materia).
Dos son los mecanismos heterocompositivos: la jurisdicción, en la que un juez o jueza (autoridad del Estado) impone una solución al conflicto, mediante una sentencia, y el arbitraje, en el que un árbitro o árbitra (depositarios de la autoridad que le reconocen las partes del conflicto concreto), lo hace mediante un laudo. Al efecto, ambos han de seguir un proceso, judicial o arbitral, respectivamente. Su representación gráfica sería la siguiente (triángulo con la autoridad jurisdiccional —juez o jueza— o persona encargada del arbitraje —árbitro o árbitra— en el vértice superior y cada una las partes en los de abajo):
[image: ]
Anticipando contenido de lecciones posteriores, conviene apuntar que la jurisdicción es la forma pacífica y civilizada de solventar el conflicto jurídico que institucionaliza el Estado, identificado con uno de sus Poderes: el Poder Judicial. Estudiaremos su configuración (principios básicos, personas y órganos y su función) en lecciones posteriores. Nos fijaremos, igualmente, en el conjunto de derechos que se reconoce a la ciudadanía ante el mismo (derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido en el art. 24 CE). Asimismo, como explicaremos, el proceso es herramienta común de ambos elementos, por ser el instrumento con el que jueces y juezas ejercen la función jurisdiccional y mediante el que la ciudadanía satisface su derecho a la tutela judicial efectiva.
De igual manera, como veremos en esta lección, el arbitraje es un mecanismo extrajudicial de resolución del conflicto jurídico basado en la libertad de las partes. Así, éstas acuden al mismo libremente y, de la misma manera, lo configuran, mediante lo que se denomina convenio arbitral. Este contrato es el origen del arbitraje, en el que las partes articulan sus elementos (selección árbitro/s y/o árbitra/s, proceso a seguir, lugar, tiempos...) y se obligan a acatar el laudo final. Por eso, se dice que el convenio arbitral es el alfa y omega del arbitraje, al tiempo que permite que se considere este mecanismo como reflejo de «una justicia a la carta».
En nuestro Estado de Derecho (art. 1 CE), solo se pueden someter a arbitraje conflictos jurídicos disponibles, es decir, relativos a normas de la misma naturaleza, y siempre con el consenso de ambas partes en conflicto. Al contrario, la jurisdicción solventa, tanto conflictos disponibles (cuando las partes no optan por el arbitraje), como indisponibles (en todo caso), y no requiere, para su inicio, el consenso de las partes en conflicto, pudiendo cualquiera de las mismas, en ejercicio de su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), instar un proceso judicial. Quede claro, asimismo, que el arbitraje, en cuanto forma de resolver conflictos jurídicos reconocido por el Estado, cuenta no solo con el auxilio judicial, sino también, está sometido a su control. No en vano, el Poder Judicial es el que administra la justicia, que emana del pueblo, y se administra en nombre del Rey, garantizando el imperio de la ley (art. 117.1 CE) y el Estado de Derecho (art. 1 CE).
III.  Mecanismos alternativos de solución de conflictos (ADR)
1.  Sobre su origen, evolución y crítica
Sin perjuicio de que, en la evolución de las sociedades, el Estado de Derecho y la división de Poderes, descansando la resolución de los conflictos en manos del Judicial, se consideren un gran avance, hombres y mujeres, desde antiguo, han resuelto sus discrepancias, mediante el diálogo, con o sin ayuda de una tercera persona, y fuera del aparato u organización social (o estatal) al efecto. A pesar de ello, el desarrollo y progreso económico y social, y el consiguiente aumento del conflicto jurídico, han sido causa del surgimiento de una cultura litigiosa en la ciudadanía, dando lugar a la hiperjudicialización de la sociedad y a una clara prevalencia del Poder Judicial para la resolución de conflictos. Sin embargo, el frecuente uso y la consiguiente aparente confianza en el Poder Judicial, en cuanto sistema de resolución del conflicto jurídico, se ha encontrado, en los últimos años, con la crítica de su labor y con la defensa de los mecanismos extrajudiciales, surgiendo, incluso, un movimiento mundial a favor de los mismos («Alternative Dispute Resolution» o ADR).
Aunque en todos los lugares del mundo, desde siempre, se han utilizado mecanismos extrajudiciales, modernamente, debemos ubicar su cuna en EEUU, territorio en el que se configuró una teoría sobre los mismos que se ha extendido al resto del planeta. Nos interesa, no solo su origen, sino también su evolución. Vamos a reparar, igualmente, en las críticas que se les hacen en su lugar de origen.
Avanzaban los años 70, del siglo pasado, cuando un grupo de profesores de la Universidad de Harvard (Boston, EEUU), autodenominado Critical Legal Studies, mostró su preocupación por la cultura litigiosa existente, al tiempo que mantuvo que el excesivo normativismo producía mucho conflicto, reivindicando la vuelta al realismo jurídico (el Derecho ha de estar al servicio de la ciudadanía y no al revés). Postuló, asimismo, que el Estado debía facilitar el acceso a la justicia a todas las personas. En este contexto, en la denominada Conferencia Pound (Minnesota, mayo 1976), representantes de los diversos estamentos jurídicos —jueces incluidos— abordaron las causas de la insatisfacción popular con la Administración de Justicia (The causes of popular dissatisfaction with the Administration of Justice), mostrando todas las debilidades del sistema jurisdiccional: las consecuencias del principio de dualidad de posiciones y de la naturaleza adversativa del proceso; la escasa flexibilidad; el tecnicismo; el colapso; lentitud; su carestía;... especialmente, se destacaron su ineficacia e incapacidad intrínseca para garantizar a la ciudadanía el acceso a la justicia. De esta forma, en esta sede y momento, de forma solemne y organizada, por primera vez, juristas del entorno y seno de la Administración de Justicia apuntaron la necesidad de crear y utilizar técnicas privadas de resolución de conflictos, foráneas a la jurisdicción, basadas en la autonomía de la voluntad de las partes (consensus decision making), que funcionen siguiendo reglas flexibles e informales, que garanticen a toda la ciudadanía el acceso a la justicia, superando los defectos de la jurisdicción y solventando los conflictos con beneficios para ambas partes (win-win). Quede claro que, en este acto concreto y en el marco del movimiento ADR, nunca se ha cuestionado la indispensabilidad de la jurisdicción. Más, precisamente, se planteó la necesidad de diversificar los procedimientos de resolución de conflictos, reservando el ejercicio de la función jurisdiccional —y sus recursos limitados— para los conflictos en los que su intervención no fuera ineficaz. Se entendía esta salida como instrumento esencial, al tiempo, para mejorar la propia jurisdicción.
Esta configuración de los mecanismos extrajudiciales y su relación con el Poder Judicial ha tenido, en su lugar de origen, una clara evolución, dando lugar al que se ha denominado Court-annexed ADR —que no es otra cosa que el uso de estos mecanismos en el contexto jurisdiccional—, y al On Line Dispute Resolution (ODR), que supone la práctica de los mecanismos extrajudiciales mediante técnicas y soportes digitales, extensible, igualmente, a los conflictos jurídicos que surgen en el tráfico jurídico on line.
Dejando claro que no son la panacea, los mecanismos extrajuridiccionales, en su lugar de creación, han sido objeto de crítica. Entre todas las debilidades que se les achaca, podemos señalar las siguientes: su asentamiento en una concepción privatista e individualista del conflicto jurídico, que no protege el interés social; su no contribución al desarrollo del Derecho, en cuanto no crean jurisprudencia; la consiguiente inconsistencia de sus resultados; que no buscan la verdad material; que no sirven para solventar toda clase de conflictos (en los indisponibles es imprescindible la jurisdicción); la inexistencia de criterios para conocer en qué casos acudir a los mecanismos extrajurisdiccionales y en cuáles a la jurisdicción; la no protección de la igualdad de las partes; que posibilitan la impartición de justicia sin ley y garantías; la falta de imparcialidad y neutralidad del tercero; su alta formalización e institucionalización; la falta de coordinación entre las distintas técnicas extrajudiciales,...
Con todo, actualmente, no cabe duda de que la jurisdicción y los mecanismos extrajudiciales son complementarios, en cuanto los últimos vienen a mejorar el sistema estatal de justicia, si bien necesitan (y únicamente se pueden dar con) el auxilio y control judicial. Por ello, podemos mantener que todos son parte del sistema estatal de resolución de conflictos, cuyo centro y eje es el Poder Judicial.
La flexibilidad que caracteriza los mecanismos extrajudiciales posibilita la existencia de muchos y diferentes, incluso, la configuración de uno a partir de la combinación de elementos de otros diferentes (por ejemplo, med-arb). En todo caso, siempre presentan elementos de autocomposición (las partes dialogan entre sí para llegar a un acuerdo, en su caso, con ayuda de una tercera persona —así en la conciliación y en la mediación—) o heterocomposición (siendo el arbitraje, su paradigma). Analizamos, a continuación, los tres mecanismos extrajudiciales que aparecen, principalmente, en nuestro ordenamiento jurídico.
2.  La mediación en España
La mediación es el mecanismo extrajudicial autocompositivo, por excelencia, en nuestro ordenamiento jurídico, en el que las partes, con ayuda de una tercera persona —el/la mediador/a—, que guía el diálogo, intentan llegar a un acuerdo, sin que aquél pueda imponer la solución al conflicto. En este sentido, la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles configura este mecanismo extrajudicial como «aquel medio adecuado de solución de controversias en que dos o más partes intentan voluntariamente, a través de un procedimiento estructurado, alcanzar por sí mismas un acuerdo con la intervención de un mediador» (art. 1 LM).
En cuanto mecanismo extrajudicial, su fundamento es la libertad o autonomía de las partes, que, voluntariamente, acuden al mismo a solventar conflictos jurídicos disponibles, es decir, relativos a normas y derechos subjetivos disponibles. Por ende, este mecanismo puede ser alternativo a la vía judicial, optando las partes por acudir a aquél y no a éste, aunque siempre cuenta con el auxilio y control judicial. Del mismo modo, también es posible acudir al Poder Judicial a solventar un conflicto disponible y, en su contexto, acudir a una mediación. Diferente es el tratamiento del conflicto penal (el delito), en el que la mediación nunca es una alternativa al proceso penal sino un complemento del mismo. Nos fijamos, a continuación, en ambas modalidades de mediación.
2.1.  Mediación en materia civil y mercantil
La naturaleza, en general, privada de los conflictos jurídicos que aparecen en este ámbito del Derecho sustantivo (conforme a los intereses en juego) justifica su ordenación y utilización en la práctica. Aunque también existe normativa autonómica en la materia, nos fijamos en la ley estatal (LM).
Se prevé la solución de conflictos civiles y mercantiles, incluso, transfronterizos, siempre sobre materia disponible, resultando aplicable su régimen jurídico, en defecto de sometimiento expreso o tácito a la misma cuando, al menos, una de las partes tenga su domicilio en España y la mediación se realice en territorio español (art. 2.1 LM). Se veta expresamente la aplicación de su regulación a la mediación penal, a la mediación con Administraciones públicas y a la mediación laboral, por ser distintos los intereses en juego en estos tres casos (art. 2.2 LM).
La LM configura la mediación que ordena, al tiempo que identifica sus principios informadores (arts. 6 a 10 LM). Así:
	–  la voluntariedad y la libre disposición, que suponen que la libertad rige todo el mecanismo extrajudicial, desde su principio hasta su fin. De esta forma, a priori —pendientes de las matizaciones que haremos de seguido— las partes han de acudir voluntariamente a la mediación, así mantenerse y dialogar y, en su caso, llegar a un acuerdo. Sin perjuicio de ello, si existe un pacto de las partes, por escrito, que expresa el compromiso de someter a mediación las controversias surgidas o que puedan surgir entre las mismas, se debe intentar el procedimiento pactado de buena fe, antes de acudir a la jurisdicción o a otra solución extrajudicial. Del mismo modo, tras la aprobación de la LOMESPJ, en nuestro ordenamiento jurídico, siendo obligatorio, como norma general, el intento de un acuerdo extrajudicial antes de la interposición de la demanda civil o mercantil (requisito de procedibilidad), la mediación es instrumento apto al efecto.
	–  la igualdad de las partes, por la que, en el procedimiento de mediación (que no proceso, pues no hay dualidad de posiciones, sino diálogo entre las partes), el/la mediador/a ha de garantizar que las partes intervienen con plena igualdad de oportunidades, manteniendo el equilibrio entre sus posiciones y el respeto hacia los puntos de vista por ellas expresados.
	–  la imparcialidad del mediador/a, que no puede actuar en perjuicio o interés de ninguna de las partes.
	–  la neutralidad de las actuaciones de la mediación, que supone que éstas se han de desarrollar de forma que permitan a las partes en conflicto alcanzar, por sí mismas, un acuerdo.
	–  la confidencialidad, del procedimiento de mediación y de la documentación utilizada en el mismo, extendiéndose esta obligación, tanto a la persona mediadora, como a las instituciones de mediación y a las propias partes.
	–  la lealtad, buena fe y respeto mutuo de las partes y la colaboración y deferencia con la persona mediadora.

Fijándonos en los tipos de mediación, atendiendo a su organización, debemos diferenciar entre la mediación ad hoc o independiente —la creada y configurada por las partes del conflicto en el caso concreto—, y la mediación institucional, estructurada por entidades públicas o privadas, españolas o extranjeras, y corporaciones de derecho público. Por otra parte, atendiendo, al momento en el que tiene lugar y a su relación con el proceso judicial, debemos distinguir la mediación extrajudicial y la intrajudicial. La primera se produce antes del proceso judicial y, en su caso (si se llega a acuerdo), evita su surgimiento. Esta primera sería la que, en su caso, serviría para cumplir el requisito de procedibilidad mentado. La segunda se inicia pendiente el proceso jurisdiccional, pudiendo las partes pedir su suspensión y, en su caso, si se llega a acuerdo, poniéndole fin.
En la mediación es esencial la figura de la persona mediadora. Nos fijamos en su condición y funciones. Así, pueden ser mediadoras las personas naturales que se hallen en pleno ejercicio de sus derechos civiles, siempre que no se lo impida la legislación a la que estén sometidas en el ejercicio de su profesión. Deben estar en posesión de título oficial universitario o de formación profesional superior y contar con formación específica para ejercer la mediación, que se adquiere mediante la realización de uno o varios cursos específicos impartidos por instituciones debidamente acreditadas y que tienen validez para el ejercicio de la actividad mediadora en cualquier parte del territorio nacional.
En cuanto a las funciones de la persona mediadora, tenemos que destacar que ha de facilitar la comunicación entre las partes, velando porque éstas dispongan de la información y asesoramientos suficientes. Desarrolla, además, una conducta activa tendente a lograr el acercamiento entre las partes. Ha de actuar con imparcialidad (art. 13 LM) y cumplir fielmente el encargo, incurriendo, si no lo hace, en responsabilidad por los daños y perjuicios que cause (art. 14 LM). Por ello, se les exige que suscriban un seguro de responsabilidad civil.
En cuanto a la tramitación o procedimiento (que no proceso, por no existir dualidad de posiciones) de la mediación, sin perjuicio de la flexibilidad con la que la pueden articular las partes (mediación ad hoc) o la institución (mediación institucional), la ley prevé una sesión inicial informativa, en la que la persona mediadora ha de informar a las partes de las posibles causas que puedan afectar a su imparcialidad, de su profesión, formación y experiencia; de las características de la mediación, su coste, la organización del procedimiento y las consecuencias jurídicas del acuerdo que se puede alcanzar, así como del plazo para firmar el acta de la sesión constitutiva. A continuación, se da la sesión constitutiva, que es con la que verdaderamente comienza la mediación y en la que las partes han de expresar su deseo de desarrollar el mecanismo extrajudicial. Al efecto, en la misma, se ha de dejar constancia de los siguientes aspectos: (a) El programa de actuaciones y duración máxima prevista para el desarrollo del procedimiento, sin perjuicio de su posible modificación. (b) La información del coste de la mediación o las bases para su determinación, con indicación separada de los honorarios de la persona mediadora y de otros posibles gastos. (c) La declaración de aceptación voluntaria por las partes de la mediación y de que asumen las obligaciones de ella derivadas. (d) El lugar de celebración y la lengua del procedimiento. A partir de entonces, se realizarán las sesiones que sean necesarias, si bien las mínimas, para que la duración del procedimiento de mediación sea lo más breve posible (art. 20 LM). En todo caso, el procedimiento finaliza con acuerdo (total o parcial) o sin el mismo, recogiéndose su resultado, siempre, en el acta final. Mirando ambas coyunturas, si la mediación finaliza sin acuerdo, las partes podrán acudir a otro mecanismo de resolución (la propia jurisdicción —teniendo por cumplido el mentado requisito de procedibilidad— o, incluso, otro extrajudicial —típicamente, el arbitraje—), siempre conforme a ley. De obtenerse acuerdo —respecto a la totalidad del conflicto o sobre parte del mismo—, si éste es elevado a escritura pública (mediación extrajudicial) u homologado judicialmente (mediación intrajudicial), se obtiene título ejecutivo (arts. 25 LM y 517.2 LEC). Obviamente, el acuerdo parcial puede tener ambos efectos (otro mecanismo para lo que falta por resolver y título ejecutivo respecto lo resuelto).
Esta posibilidad de ejecutar el acuerdo de mediación, incluso, por la fuerza, únicamente en vía judicial, en cuanto es la jurisdicción la que tiene el monopolio al efecto (art. 117.3 CE), es muestra de la función de auxilio y control del Poder Judicial respecto a los mecanismos extrajudiciales. En este sentido, y en aras de proteger el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24 CE) y la posibilidad de que, deviniendo yerma la mediación, se pueda acudir a la jurisdicción para la resolución del conflicto jurídico, se ordena que «La solicitud de inicio de la mediación (…) interrumpirá la prescripción o suspenderá la caducidad de acciones desde la fecha en la que conste la recepción de dicha solicitud por el mediador o el depósito ante la institución de mediación en su caso, reiniciándose o reanudándose respectivamente el cómputo de los plazos en el caso de que en el plazo de quince días naturales desde la fecha de la recepción de la solicitud por el mediador o institución mediadora no se hubiera intentado por estos la comunicación con la otra parte, así como en el caso de que en el plazo de quince días naturales desde la recepción de la propuesta por la parte requerida, o desde la fecha de intento de la comunicación si dicha recepción no se produce, no se mantenga la primera reunión dirigida a alcanzar un acuerdo o no se obtenga respuesta por escrito. En caso de que se abra la mediación, la interrupción o la suspensión se prolongará hasta la fecha de la firma del acuerdo de mediación o, en su defecto, la firma del acta final, o cuando se produzca la terminación de la mediación por alguna de las causas previstas en esta ley» (art. 4 LM). Del mismo modo, se puede impugnar lo convenido en mediación, en vía judicial, mediante la acción de nulidad, por las causas que invalidan los contratos. Es ello muestra de la función de control de la vía judicial respecto a los mecanismos extrajudiciales y de que éstos son parte del sistema estatal de resolución de conflictos del que el Poder Judicial es eje.
Cerramos este apartado apuntando que la reciente aprobación de la LOMESPJ que establece, como norma general, la necesidad de utilizar un mecanismo extrajudicial para poder interponer demanda ante un órgano jurisdiccional (requisito de procedibilidad) civil o mercantil supone claramente la potenciación de la mediación en nuestro ordenamiento jurídico, si bien también ha previsto otros para su cumplimiento, siempre conforme a ley (la propia negociación, la conciliación, la opinión de persona experta independiente, la oferta vinculante confidencial y el proceso de Derecho colaborativo).
2.2.  Mediación penal
La mejor muestra de que la adaptación al conflicto jurídico a resolver requiere especialidades en el mecanismo, al efecto, la encontramos en la mediación penal. Siendo la técnica extrajudicial, su fundamento y funcionamiento, el mismo, las particularidades del ámbito penal (el Estado detenta el monopolio del ius puniendi, que se ejerce por la jurisdicción; no pudiendo la ciudadanía imponer penas u otras medidas, pues, en general, los delitos protegen el interés público, que es indisponible) requieren adaptaciones del mismo. Así, en el ámbito penal, la mediación no aparece, en general, como alternativa a la jurisdicción, sino como técnica complementaria integrada en la misma. Luego, en este ámbito, la función de auxilio y control judicial se ve especialmente acentuada. Ello sin perjuicio de que, ante la crítica a la respuesta penal, basada únicamente en el tratamiento judicial del delito (el que se llama modelo punitivo o retributivo de justicia penal, que gira en torno a la función judicial, con especial protección de las garantías del presunto delincuente), últimamente, se postula la flexibilización en la respuesta al delito, apostando por el diálogo presunto delincuente-víctima, en el marco del paradigma de justicia restaurativa.
Con la flexibilidad que caracteriza a los mecanismos extrajudiciales, en general, y a la mediación penal, en particular, debemos en nuestro ordenamiento jurídico distinguir las siguientes:
A)  Mediación penal en la Ley de responsabilidad penal del menor
Si los menores de 14 años están exentos de responsabilidad penal (sin perjuicio de responsabilidades civiles e, incluso, administrativas), para las personas que cometen delito, entre los 14 y 18 años, existe un régimen especial, ordenado en Ley Orgánica de Responsabilidad Penal del Menor (5/2000, de 12 de enero). El interés superior del menor y la acentuación de la finalidad pedagógica de la pena (resocialización y reeducación) (art. 25.2 CE) condicionan un tratamiento del delito más flexible, en el que el equipo técnico adquiere un rol relevante, en un proceso penal instruido por el Ministerio Fiscal. En este contexto, además, la mediación penal, en cuanto instrumento pedagógico de diálogo victimario-víctima adquiere especial relevancia, pudiendo producirse, tanto en la fase de instrucción, como tras dictarse sentencia (obviamente, también, en juicio). En el primer caso, el Ministerio Fiscal puede solicitar, al equipo técnico, para que informe de la conveniencia de adoptar cualquier medida prevista en la ley, siendo posible el impulso de una mediación (art. 27.1 LORPM). El uso de esta técnica puede ser, asimismo, propuesta directa del equipo técnico (art. 27.3 LORPM) o del letrado o letrada de la persona menor. Tras la sentencia y la consiguiente pena, la ley ordena la posibilidad de que, durante la ejecución de la medida, el menor manifieste su voluntad de conciliarse con la víctima o el perjudicado o de repararles el daño causado (art. 51 LORPM y art. 15 del RD 1774/2004, de 30 de julio).
El momento en que se implementa condiciona los efectos de la mediación penal. Así, producida en instrucción, el Ministerio Fiscal puede desistir de la continuación del expediente, solicitando al juez o jueza el sobreseimiento del procedimiento (art. 19.1 LORPM). Ello no quita para que, si la persona menor no cumple lo acordado en el procedimiento de mediación, el Ministerio Fiscal continúe con la tramitación del expediente (art. 19.5 LORPM).
Algo muy diferente a lo que acontece en la justicia de adultos, se produce cuando se obtiene un acuerdo tras la sentencia, en los procesos de menores, mediante la mediación. Es, así, posible, incluso, modificar la medida previamente impuesta en sentencia para sustituirla por el acuerdo de mediación (art. 51.3 LORPM).
Destacando que, muestra de la flexibilidad de las técnicas extrajurisdiccionales, el legislador prevé la conciliación, la mediación y la reparación —como si se tratara de técnicas distintas—, igualmente, se considera producida la conciliación/mediación cuando la persona menor reconoce el daño causado, se disculpa ante la víctima y esta acepta sus disculpas (art. 19 LORPM), siendo el contenido del acuerdo de mediación tan variado como quieran las partes, para lograr la satisfacción de ambas.

B)  Mediación penal en el enjuiciamiento de adultos
Practicada, durante mucho tiempo, en base a protocolos y carente de una normativa completa, ha sido la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito la que ha ordenado, en nuestro ordenamiento jurídico, la mediación penal para delitos cometidos por personas mayores de 18 años. En el marco de la flexibilidad que caracteriza los mecanismos extrajurisdiccionales, mezclando género y especie, el legislador ha regulado los servicios de justicia restaurativa. Tras reconocer su objetivo («obtener una adecuada reparación material y moral de los perjuicios derivados del delito»), exige, para que sea posible su implementación, que se cumplan los siguientes requisitos: (1) que la persona infractora haya reconocido los hechos esenciales de los que deriva su responsabilidad; (2) la víctima haya prestado su consentimiento, después de haber recibido información exhaustiva e imparcial sobre su contenido, sus posibles resultados y los procedimientos existentes para hacer efectivo su cumplimiento; (3) la persona infractora haya prestado su consentimiento; (4) el procedimiento de mediación no entrañe un riesgo para la seguridad de la víctima, ni exista el peligro de que su desarrollo pueda causar nuevos perjuicios materiales o morales para la víctima; y (5) que no esté prohibida por la ley para el delito cometido.
Aplicación de su fundamento (la libertad de las partes), se ordena la posibilidad de que víctima y victimario revoquen su consentimiento en cualquier momento (art. 15.3 Estatuto de la víctima), además de la confidencialidad del procedimiento de mediación (art. 15.2 Estatuto de la víctima).
Fuera de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito debemos ubicar otros preceptos y disposiciones esenciales para el funcionamiento de la mediación penal. Así, la reparación a la víctima —objetivo y resultado de la mediación penal—, puede rebajar la pena, mediante la aplicación de la atenuante general de reparación (art. 21.5.ª CP). Igualmente, el juez o jueza puede condicionar la suspensión de la ejecución de la pena al cumplimiento del acuerdo alcanzado por las partes en virtud de mediación (art. 84 CP).
Por último, nos tenemos que referir a la LOMESPJ , que acaba de añadir una Disposición Adicional (la novena) a la LECrim, que establece unas características mínimas y unas pautas de funcionamiento de la justicia restaurativa, de la que es paradigma la mediación penal. Así, se proclaman como sus principios generales la voluntariedad, la gratuidad, la oficialidad y la confidencialidad y se establece la facultad del juez o jueza o tribunal de remitir, de oficio o a instancia de parte, a las partes a un procedimiento restaurativo tras valorar las circunstancias del hecho, de la persona investigada, acusada o condenada y de la víctima. Se ordenan, asimismo, los efectos del posible acuerdo restaurativo en el proceso penal.
3.  La conciliación en España
Este mecanismo autocompositivo, en el que las partes solventan su conflicto con el auxilio e intervención de una tercera persona que actúa intra partes, sin imponer una solución, siendo esta, en su caso, resultado único de las partes, presenta gran tradición en nuestro ordenamiento jurídico. Actualmente, no obstante, y a pesar del empeño de algunos autores de distinguirla, de la mediación, en atención a la intensidad de la actuación del tercero (de menor intensidad en la mediación que en la conciliación), nosotros, siguiendo la doctrina norteamericana, somos defensores de que se trata del mismo mecanismo extrajudicial, sin perjuicio de las facultades (de mayor o menor intensidad) que las partes reconozcan a la/s persona/s que actúa/n como tercero imparcial. A nuestro favor, a nivel internacional, la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Conciliación Comercial Internacional, del año 2002, dispone, en su artículo 1, que «a los efectos de la presente Ley, se entenderá por conciliación todo procedimiento, designado por términos como los de conciliación, mediación o algún otro de sentido equivalente, en el que las partes soliciten a un tercero o terceros (el conciliador), que les preste asistencia en su intento por llegar a un arreglo amistoso de una controversia... El conciliador no estará facultado para imponer a las partes una solución a la controversia».
Sin perjuicio de ello, nuestro Derecho sigue ordenando la conciliación como técnica extrajudicial distinta a la mediación. Es más, la LOMESPJ reconoce varias modalidades de conciliación como forma de cumplir el requisito de procedibilidad mentado: (1) la conciliación ante Notario/a -ordenada en la Ley del Notariado, de 28 de mayo de 1862 (capítulo VII del título VII, arts. 81-83-, (2) la conciliación ante Registrador/a, regulada en el Título IV bis de la Ley Hipotecaria, aprobada mediante Decreto de 8 de febrero de 1946 (art. 103 bis), (3) la conciliación ante letrado/a de la Administración de Justicia, regulada en el Título IX de la LJV, (4) la conciliación ante juez/a de paz, regulada –también- en la LJV, y (5) por último, la conciliación privada, que ordena la propia LOMESPJ.
Con todo, concretamente, en el ámbito del Derecho privado (civil y mercantil), igual que advertíamos con la mediación, se ordena la conciliación extraprocesal —principalmente, en la Ley de la Jurisdicción Voluntaria (Ley 15/2015, de 2 de julio), configurada como anterior al proceso judicial y encaminada a evitarlo— y la intraprocesal, enmarcada en el proceso civil y dirigida a ponerle fin (arts. 415, 428 y 443 LEC).
Postergando el estudio de la conciliación intraprocesal para cuando analicemos el proceso civil, apuntamos los elementos básicos que ordena la LJV (arts. 139 a 148), para cuando la conciliación se produce en sede judicial:
	1.  Se apunta expresamente su finalidad: «alcanzar un acuerdo con el fin de evitar un pleito» (art. 139 LJV).
	2.  No se admiten, en ningún caso, las peticiones de conciliación que supongan manifiesto abuso de derecho o se realicen en fraude de ley (art. 139 LJV).
	3.  Limitado su uso a materia disponible, se veta, especialmente, en los siguientes casos: (1) cuando están interesadas las personas menores y las personas con discapacidad con medidas de apoyo para el ejercicio de su capacidad jurídica; (2) cuando están interesados el Estado, las Comunidades Autónomas y las demás Administraciones públicas, Corporaciones o Instituciones de igual naturaleza; (3) en reclamaciones de responsabilidad civil contra Jueces, Juezas, Magistrados y Magistradas, y (4) en general, cuando se promueva sobre materias no susceptibles de transacción ni compromiso.
	4.  La competencia objetiva para conocer de la conciliación corresponde al letrado o letrada de la Administración de justicia de los Juzgados de Primera Instancia o de lo Mercantil (actualmente, Secciones del Tribunal de Instancia) y al Juez o Jueza de Paz. Se atribuye la competencia objetiva a este último cuando se trata de asuntos de cuantía hasta 10.000 euros que, por la materia, no sean competencia de los Juzgados de lo Mercantil (actualmente, Sección Mercantil del Tribunal de Instancia) (art. 140.1 LJV).
	5.  La competencia territorial, por su parte, viene determinada por el domicilio de la persona requerida (art. 140.1 LJV).
	6.  El procedimiento comienza mediante solicitud, por escrito, de quien pretenda conciliarse, en el que ha de indicar los datos de la persona requerida y el objeto de controversia, pudiendo acompañar los documentos que considere oportunos. Admitida la solicitud se da traslado a la parte contraria, citándose, sin solución de continuidad, a ambas, para el acto de conciliación (art. 141 a 145 LJV).
	7.  Si durante la celebración del acto de conciliación no hubiera avenencia entre las personas interesadas, el LAJ o el Juez de Paz intentará avenirlos (arts. 145.1 in fine LJV).
	8.  Como todo mecanismo autocompositivo, la conciliación puede terminar con o sin avenencia. Así, una vez finalizado el acto, el LAJ dictará decreto o el Juez de Paz auto, haciendo constar la avenencia o, en su caso, que se intentó sin efecto o que se celebró sin avenencia, acordándose el archivo definitivo de las actuaciones (art. 145.4 LJV).
	9.  De llegarse a acuerdo en conciliación, el testimonio del acta que le pone fin, junto con el decreto del LAJ o del auto del Juez de Paz haciendo constar la avenencia de las partes, es título ejecutivo (art. 147 LJV y 517.2.9.º LEC).

Fuera del ámbito judicial, y muestra de la flexibilidad de este mecanismo extrajudicial, nuestro ordenamiento jurídico, como apuntábamos, prevé la conciliación ante Notario y ante Registrador de la propiedad. La primera se prevé en la Ley del Notariado de 28 de mayo de 1862, reconociéndola apta para cualquier controversia contractual, mercantil, sucesoria o familiar siempre que no recaiga sobre materia indisponible. Se exceptúa expresamente la materia concursal (arts. 81-83). Por su parte, la conciliación ante Registrador de la propiedad se ordena en el Decreto de 8 de febrero de 1946 por el que se aprueba la nueva redacción oficial de la Ley Hipotecaria, reconociendo a aquéllos competencia para conocer de los actos de conciliación sobre cualquier controversia inmobiliaria, urbanística y mercantil o que verse sobre hechos o actos inscribibles en el Registro de la Propiedad, Mercantil u otro registro público que sean de su competencia, siempre que no recaiga sobre materia indisponible, con la finalidad de alcanzar un acuerdo extrajudicial. Se les veta, igualmente, para actuar en materia concursal (art. 103 bis).
Por último, nos fijamos en el régimen jurídico que prevé para la conciliación privada la LOMESPJ (arts. 15 y 16):
	1.  Se reconoce a personas físicas/jcas la posibilidad de utilizarla (art. 15.1)
	2.  Se define a la persona conciliadora privada, como «una persona con conocimientos técnicos o jurídicos relacionados con la materia de que se trate, para que gestione una actividad negociadora tendente a alcanzar un acuerdo conciliatorio con la parte a la que se pretenda demandar».
	3.  Se establecen, al tiempo, los requisitos que debe cumplir una persona para ser conciliadora: (a) estar inscrita en uno de los colegios profesionales de la abogacía, procura, graduados sociales, economistas, notariado o en el de registradores de la propiedad, así como, en su caso, en cualquier otro colegio que esté reconocido legalmente; o bien estar inscrita como persona mediadora en los registros correspondientes o pertenecer a instituciones de mediación debidamente homologadas y (b) ser imparcial y guardar los deberes de confidencialidad y secreto profesional.
	4.  Se ordena, asimismo, las posibilidades para la iniciativa de acudir al mecanismo: lógicamente, puede ser por acuerdo de ambas partes o por solicitud de una de ellas.
	5.  Se regula, además, los elementos o datos que debe recoger el encargo de conciliación (la propia discrepancia, la identificación de ambas partes, la forma de citación y los mecanismos virtuales utilizables) y la necesidad de que la persona conciliadora acepte expresamente el encargo, debiendo hacer una «gestión leal, objetiva, neutral e imparcial» del mismo, al tiempo que se reconoce su responsabilidad.
	6.  Se regulan, por último, exhaustivamente (algo que, a nuestro juicio no casa con la flexibilidad de este mecanismo y con la autonomía de la voluntad de las partes que ha de regir en el mismo) las funciones de la persona conciliadora privada (art. 16). Así, (a) realizar una sesión inicial informando a las partes de las posibles causas que puedan afectar a su imparcialidad, de su profesión, formación y experiencia; así como de las características de la conciliación, su coste, la organización del procedimiento y las consecuencias jurídicas del acuerdo que se pudiera alcanzar; (b) gestionar por sí misma, o por las personas que le auxilien y le den soporte administrativo, la recepción de la solicitud, la invitación a la otra parte, la citación para las reuniones presenciales o virtuales que se precisen; (c) documentar un acta de inicio de la conciliación, firmada por todas las partes, delimitando el objeto de la controversia, los honorarios y si las partes van a comparecer por sí mismas o asistidas de letrado, letrada o representante legal; (d) presidir las reuniones de las partes y dirigir todos los trámites del «proceso» de conciliación, bien sea personalmente o por medio de instrumentos telemáticos; (e) dar la palabra de forma ordenada y equitativa a cada una de las partes, pudiendo realizar las sesiones conjuntas o individuales que estime pertinentes; (f) poner de manifiesto a las partes las dimensiones extrajurídicas de la controversia y las ventajas que pueden obtenerse si se alcanza un acuerdo razonable; (g) formular directamente a las partes posibles soluciones e invitarlas a que formulen posibles propuestas de solución que construyan un eficaz acuerdo común: (h) en el caso de que exista acuerdo total o parcial de las partes en el desarrollo del «proceso» de conciliación, requerir a l@s abogad@s de las partes, si estuviesen participando en el «proceso», para que supervisen el acuerdo; (i) elaborar un acta final en el que se recoja la propuesta sobre la que existe acuerdo total o parcial y firmar en su calidad de persona conciliadora dicho acuerdo junto con las partes y sus abogad@s o representantes legales si estuviesen participando en el «proceso»; (j) en caso de desacuerdo, emitir una certificación acreditativa de que se ha intentado sin efecto la conciliación y (k) si la parte requerida ha rehusado participar en el proceso conciliador, hacerlo constar en el certificado que emita.

4.  El arbitraje en España
Como apuntábamos líneas atrás, el arbitraje es una técnica heterocompositiva de resolución de conflictos jurídicos en la que una tercera persona imparcial solventa supra partes el conflicto, de manera definitiva, al tiempo que impone una solución. Esta técnica, que comparte con la jurisdicción, su carácter heterónomo y la necesidad de que el árbitro o árbitra actúe, en el proceso arbitral, de manera imparcial, se ordena, en nuestro ordenamiento jurídico, en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, basada en la Ley Modelo elaborada por la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (Ley Modelo UNCITRAL) y es aplicable a los arbitrajes que tengan lugar dentro del territorio español, sean de carácter interno o internacional (art. 1.1 LA). Desgranamos, a continuación, los elementos más importantes de su ordenación:
	1.  Únicamente cabe arbitraje para solventar conflictos sobre materia disponible (art. 2 LA).
	2.  Muestra de que el arbitraje es un mecanismo de resolución de conflictos parte del sistema estatal de justicia que, únicamente, se puede legitimar con auxilio y control judicial, se reconoce el principio de intervención judicial mínima en el mismo (art. 7 LA), al tiempo que se ordenan los tribunales competentes para las funciones de apoyo y control judicial (art. 8 LA). Concretamente, en el desarrollo del arbitraje, se puede acudir a sede judicial a los siguientes efectos: (1) nombramiento y remoción de los árbitros (ante el TSJ), (2) asistencia en la prueba, (3) la adopción de medidas cautelares, (4) la ejecución del laudo arbitral (todo ello, ante el Tribunal de instancia), (5) ejercitar la acción de anulación del laudo y (6) el reconocimiento de laudos o resoluciones arbitrales extranjeros (ambas, ante el TSJ).
	3.  Como apuntábamos líneas atrás, el arbitraje nace, se configura y desarrolla en base a la libertad de las partes, recogida en el convenio arbitral. Puede adoptar la forma de cláusula incorporada a un contrato o de acuerdo independiente (art. 9.1 LA), y al tiempo que obliga a las partes a cumplir lo estipulado (especialmente, el laudo arbitral) (lo que se conoce como efecto positivo del convenio arbitral), impide a los tribunales conocer de los conflictos sometidos al mismo (art. 11.1 LA) (efecto negativo del convenio arbitral). En este último sentido, conviene recordar que los tribunales siempre desarrollan funciones de auxilio y control respecto al arbitraje, si bien cuando las partes pactan acudir al mismo y una de ellas interpone una demanda judicial sobre la cuestión, la demandada puede proteger, el mecanismo extrajudicial, mediante la interposición de la declinatoria en sede judicial.
	4.  En cuanto a las modalidades de arbitraje, atendiendo a su configuración y desarrollo, igual que en la mediación, tenemos que distinguir entre arbitraje ad hoc o independiente y arbitraje institucional. Mientras el primero es el configurado, por las partes, para el conflicto concreto, en el segundo, aquéllas encomiendan la administración de la técnica y la designación de árbitros a corporaciones de Derecho público y entidades públicas o a asociaciones y entidades sin ánimo de lucro que ofrecen este servicio (art. 14 LA). Por otra parte, atendiendo al criterio o fundamento para la decisión del mismo, debemos distinguir entre arbitraje de derecho y arbitraje de equidad. En el primero, el órgano arbitral resuelve el conflicto en base a las normas jurídicas, mientras que en el segundo lo hace según su leal saber y entender. Salvo que las partes les autoricen expresamente para utilizar la equidad, los árbitros han de decidir conforme a Derecho (art. 34.1 LA).
	5.  Las partes pueden fijar libremente el número de árbitros, optando por un órgano unipersonal o colegiado. En este segundo caso, su número ha de ser impar. A falta de acuerdo, actuará un solo árbitro o árbitra (art. 12 LA). En los arbitrajes de derecho, si actúa un único árbitro o arbitra, se le requiere condición de jurista, salvo acuerdo en contrario de las partes. Si interviene un colegio arbitral se requiere que, al menos, uno de los árbitros sea jurista (art. 15). Las partes pueden pactar libremente el procedimiento para su nombramiento, estableciendo supletoriamente el mismo la LA.
	6.  En cuanto mecanismo extrajudicial heterónomo, el arbitraje se desarrolla mediante el proceso arbitral. En este interviene el órgano arbitral para decidir supra partes vinculantemente y en el mismo se reconoce unos derechos mínimos a las partes (especialmente, audiencia, contradicción e igualdad) (art. 24 LA). Con respeto a estos últimos, las partes pueden pactar libremente el proceso arbitral (lugar, tiempo, idioma...), dotando de flexibilidad al mecanismo. La LA ordena supletoriamente el proceso arbitral.
	7.  La resolución con la que termina el proceso arbitral se denomina laudo. En cuanto mecanismo heterocompositivo, es el órgano arbitral (unipersonal o pluripersonal) el que dicta esta resolución vinculante para las partes que pone fin definitivamente al conflicto. Es posible, no obstante, que el laudo sea fruto del acuerdo de las partes. Así, si durante las actuaciones arbitrales las partes llegan a un acuerdo que pone fin total o parcialmente al conflicto, el árbitro o árbitra dará por terminadas las actuaciones con respecto a los puntos acordados y, si ambas partes lo solicitan y aquél no aprecia motivo para oponerse, hará constar ese acuerdo, en forma de laudo, en los términos convenidos por las partes (art. 36 LA). Muestra de la función de control y auxilio judicial del Poder Judicial respecto a este mecanismo, aunque el laudo arbitral produce efecto de cosa juzgada —por la que lo resuelto, mediante este mecanismo, no puede volver a ser conocido, ni en la jurisdicción, ni en otro arbitraje— (art. 43 LA) y es título ejecutivo —pudiendo (únicamente) la jurisdicción imponerlo, incluso, por la fuerza— (art. 517.2 LEC), contra el mismo cabe acción de anulación y revisión conforme a la LEC.

Este régimen muestra que el arbitraje es un mecanismo extrajudicial que resuelve el conflicto jurídico de forma más flexible que la jurisdicción, configurando una verdadera «justicia a la carta», conforme a los intereses y necesidades de las partes. Es, no obstante, la existencia de la jurisdicción y el auxilio y control que esta ejerce, respecto al arbitraje, la que dota de la máxima garantía al mecanismo extrajudicial.
Terminamos reconociendo que, junto al arbitraje general u ordinario de derecho privado, existen arbitrajes sectoriales o especiales, como el de consumo. Ordenado en Real Decreto 713/2024, de 23 de julio, por el que se aprueba el Reglamento que regula el Sistema Arbitral de Consumo, y supletoriamente en la LA, el Sistema Arbitral de Consumo es el arbitraje institucional de resolución extrajudicial, de carácter vinculante y ejecutivo para ambas partes, de los conflictos surgidos entre personas consumidoras o usuarias y las empresas o profesionales, en relación a los derechos legal o contractualmente reconocidos al consumidor (art. 1 RD 713/2024). Sufragado por las Administraciones, es gratuito para las personas consumidoras y usuarias.
IV.  Actividades aplicadas
LEGISLACIÓN A CONSULTAR: LEC, LM, LA, LJV, LRPM, LECrim
1.ª Actividad
Fernando alquila su apartamento de Denia (Alicante) a Paul, un ciudadano francés, durante los meses de verano (junio, julio y agosto). A pesar de que Paul ha pagado totalmente el alquiler, se han producido algunas desavenencias entre ellos, debido a unos daños en la vivienda (persianas rotas, agujeros en las paredes, etc.), que Fernando asegura que han sido causados por Paul y que ascienden, según su criterio, a 3000 euros.
	1.  ¿Cuáles de los mecanismos alternativos de resolución de conflictos estudiados en este tema podrían utilizarse para solucionar la presente controversia?
	2.  Si Fernando quisiera acudir a mediación y Paul estuviera de acuerdo ¿podría implementarse este mecanismo, a pesar de que Paul tiene su residencia en Francia?

Si Fernando firmó el contrato con Luis, ciudadano español, vecino de Madrid y, tras las desavenencias anteriormente indicadas, ambas partes acuden a mediación para resolver el conflicto:
	1.  ¿Deben obligatoriamente llegar a un acuerdo?
	2.  Luis y Fernando llegan a un acuerdo de mediación en virtud del cual el primero se compromete a pagar al segundo 1500 euros en el plazo de 2 meses. Dicho acuerdo es elevado a escritura pública. Si Luis incumple lo acordado: ¿Qué podría hacer Fernando?

Además de los daños en el piso, Luis ha sustraído varios objetos (una Smart TV y un ordenador):
	1.  ¿Qué mecanismos existen en nuestro ordenamiento para depurar la responsabilidad penal?
	2.  Si Luis tuviera 17 años ¿sería factible la mediación? Y, ¿el arbitraje? Y, ¿la conciliación?

Una última cuestión: si resultara imposible a las partes en conflicto llegar a un acuerdo respecto a las cuestiones privadas o de Derecho civil, tras la entrada en vigor de la LOMESPJ, ¿qué deberá hacer la persona demandante, antes de interponer la demanda? ¿Cómo?
2.ª Actividad
Identifique las siguientes afirmaciones como verdaderas o falsas. Razone las respuestas.
	a)  El conflicto jurídico es tan antiguo como el Derecho.
	b)  La función principal del Derecho es solucionar el conflicto jurídico.
	c)  Una sociedad sin conflicto jurídico es posible.
	d)  Actualmente, la autotutela se prohíbe en todos los casos en todos los ordenamientos jurídicos.
	e)  La autotutela es el origen del sistema de justicia moderno.
	f)  La autocomposición requiere en todo caso la intervención de una tercera persona que impone una solución al conflicto.
	g)  La mediación y el arbitraje son técnicas extrajudiciales autocompositivas de resolución del conflicto jurídico.
	h)  La jurisdicción o Poder Judicial es el único mecanismo heterocompositivo de resolución del conflicto jurídico.
	i)  Es posible la existencia de mecanismos extrajudiciales de resolución del conflicto al margen de los juzgados y tribunales de justicia.
	j)  Tal y como ocurrió en su origen, los mecanismos extrajudiciales o ADR propugnan la innecesaridad del Poder Judicial en las sociedades modernas y desarrolladas.
	k)  El ODR es resultado de la evolución del ADR y supone la implementación de mecanismos extrajudiciales mediante medios y técnicas digitales.
	l)  La conciliación y la mediación son mecanismos extrajudiciales muy diferentes y con ámbitos de actuación dispares.
	m)  La LM es aplicable a cualquier conflicto jurídico disponible, incluidos los laborales y administrativos.
	n)  Igual que el proceso judicial, el procedimiento de mediación es público, siendo esta naturaleza la que le dota de garantías.
	ñ)  La mediación penal es auténtica muestra de que los mecanismos extrajudiciales pueden contribuir a mejorar la actuación del Poder Judicial.
	o)  La conciliación intraprocesal es aquélla que tiene, como objetivo, evitar el inicio del proceso judicial.
	p)  Es posible que intervengan como conciliadores, además de jueces y juezas de paz, registradores de la propiedad y fiscales. También, lo puede hacer, en general, cualquier persona física privada.
	q)  La LA permite su aplicación a conflictos jurídicos producidos fuera de España.
	r)  La declinatoria es el instrumento procesal por el que el demandado en vía judicial hace valer el convenio arbitral previamente suscrito con el demandante.
	s)  El arbitraje de equidad prevalece sobre el arbitraje de derecho.
	t)  La sentencia judicial es, a la jurisdicción, lo que el laudo arbitral, a la mediación.
	u)  La LOMESPJ ha apostado por reforzar, en nuestro ordenamiento jurídico, las técnicas extrajurisdiccionales al tiempo que ha impuesto, como norma general, su uso como requisito de procedibilidad.




Tema 2 El derecho procesal
Carolina Sanchis Crespo

 I.  Concepto, contenido y normas que integran el derecho procesal
1.  Concepto y contenido
El derecho procesal ha sido durante mucho tiempo la rama del ordenamiento jurídico que estudiaba todo lo relativo a las siguientes instituciones que son, por orden de importancia: la Jurisdicción, la acción y el proceso. Por extensión, también recibía el nombre de Derecho procesal la asignatura universitaria que se ocupaba de su exposición académica.
Sin embargo, hoy en día, se ha llegado a una evolución de este concepto de derecho procesal de modo que, el derecho procesal actual, además de lo anterior, también cobija bajo su denominación el estudio de la solución extrajurisdiccional de conflictos mediante los denominados sistemas de ADR (Alternative Dispute Resolutions), estudiados en el tema anterior.
Volviendo a la esencia del concepto, tenemos que la Jurisdicción es uno de los clásicos tres poderes del Estado, junto con el Ejecutivo y el Legislativo. Permite a los jueces y magistrados juzgar y hacer ejecutar lo juzgado (art. 117.3 CE). Su estudio incluye las normas de la organización jurisdiccional, así como las relativas al estatuto jurídico de jueces y magistrados y de quienes colaboran con ellos —como el Ministerio Fiscal, los abogados y procuradores— y quienes les auxilian, —como los letrados de la Administración de Justicia y la Policía judicial—, en el ejercicio de esta potestad. La denominación de Derecho Jurisdiccional reivindicada —con toda razón— por Montero Aroca, si bien expresa la importancia de esta primera institución, no se ha generalizado. Mientras que la de derecho procesal, sigue siendo la mayoritaria y la que se ha impuesto en las Universidades. Por esos motivos estimamos más conveniente seguir con la denominación tradicional.
La acción es un derecho subjetivo de carácter fundamental. Permite a los ciudadanos dirigirse a los órganos jurisdiccionales para que estos resuelvan acerca de lo que ellos consideran que son sus derechos e intereses legítimos, sin que pueda producirse indefensión (art. 24.1 CE). Su conocimiento comprende también el de aquellas normas encaminadas a facilitar el propio ejercicio del derecho de acción, como la asistencia jurídica gratuita.
El proceso es el instrumento mediante el cual tanto la Jurisdicción como la acción encuentran el cauce adecuado para transcurrir: en el proceso civil la acción del justiciable (puede ser demandante o demandado) al juez, y la Jurisdicción, de este al justiciable. Su contenido se conforma con las normas que regulan los principios procesales, los del procedimiento y los actos procesales.
Véase en el siguiente gráfico una representación de las tres instituciones: Jurisdicción, acción y proceso, junto con los sujetos actuantes.
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2.  Normas que integran el derecho procesal
Las normas que integran el derecho procesal son de derecho público.
Durante mucho tiempo, la doctrina hubo de esforzarse por explicar esta característica que hoy resulta evidente. En efecto, el derecho procesal ordena las relaciones entre los jueces y magistrados dotados de potestad jurisdiccional y, por tanto, de supremacía respecto de cualquier persona que se relacione con ellos. Frente a esos órganos, los particulares esgrimen derechos, como el derecho de acción conocido en España como derecho a la tutela judicial efectiva. Como resultado de esa condición de derecho público de las normas procesales tenemos que son, mayoritariamente, de derecho imperativo. Esto significa que deben ser aplicadas cuando se materialice el supuesto de hecho que las mismas prevén, con independencia de cualquier voluntad. Existen, sin embargo, algunas excepciones, por ejemplo, en el proceso civil relativas a la competencia territorial de la que las partes pueden, en determinadas circunstancias, disponer.
Las normas que integran el derecho procesal son de dos clases: orgánicas y procesales.
Las normas orgánicas son las que regulan la organización judicial (la constitución y la competencia de los órganos judiciales) y el personal jurisdiccional y no jurisdiccional que le sirve de apoyo.
Las normas procesales son las que organizan toda la actividad que se desarrolla en un proceso, tanto los actos del juez como los relativos a las partes.
II.  Distinción entre normas sustantivas y procesales
La distinción entre normas sustantivas y procesales no es una disquisición meramente teórica, sino que tiene consecuencias prácticas importantes. Junto con su eficacia en el tiempo y en el espacio —a la que nos referiremos posteriormente— podemos mencionar la comprensión del significado del art. 149.1.6.º de la CE cuando reserva a la competencia exclusiva del Estado la legislación procesal.
Los criterios de distinción entre las normas procesales son dos: la ubicación y la materia de la norma.
1.  El criterio de la ubicación de la norma
En principio podría pensarse que la norma será procesal cuando se encuentre en un texto de esas características como, por ejemplo, la LEC. De modo que todas las normas procesales estarían contenidas en leyes procesales y no habría normas procesales en leyes materiales. Lo mismo sucedería con las normas materiales. Sin duda eso facilitaría enormemente la distinción entre normas procesales y normas materiales, pero la realidad nos muestra que ese criterio hace aguas porque el propio legislador, por diversas razones, no lo respeta. Así, por ejemplo, durante la vigencia de la anterior LEC, gran parte de la normativa sobre la prueba la encontrábamos en el CC que es ley sustantiva. Y podríamos aducir otros muchos ejemplos.
Desechado este criterio aun cabe acudir al de la materia de la norma.
2.  El criterio de la materia de la norma
Las normas serán procesales cuando puedan ser reconocidas como tales, con independencia del lugar en que se hallen. Y... ¿cómo saber si estamos o no ante una norma procesal? Lo sabremos al examinar las consecuencias de la propia norma. Así, si la norma es procesal, provocará la admisión o inadmisión a trámite de la pretensión; mientras que si es sustantiva determinará la estimación o desestimación de la pretensión.
No puede olvidarse, sin embargo, que existen ciertas normas procesales que determinan la estimación o desestimación de la pretensión como, por ejemplo, las normas sobre ilicitud de la prueba o su valoración. Por ello, esta primera formulación del criterio debe completarse como sigue.
Si el ámbito en el que incide la consecuencia jurídica prevista en la norma determina el comportamiento de los sujetos en el proceso, será procesal, si lo hace fuera del proceso, será material. Así, por ejemplo, la norma que permite dictar sentencia condenatoria que determina que el demandado debe pagar al demandante la cantidad de 2000 euros más intereses de demora, es norma sustantiva pues obliga al demandado a realizar una conducta de pago que tendrá lugar fuera del proceso. Mientras que la norma que permite inadmitir a trámite un recurso es procesal pues determina el comportamiento del recurrente en ese proceso, que podrá consistir en aquietarse y aceptar la resolución o no hacerlo y recurrir la inadmisión. En ambos casos se tratará de comportamientos que tendrán lugar en el proceso, no fuera de él.
Así, combinando el tipo de consecuencia de la norma junto con el ámbito en el que incide la consecuencia jurídica prevista en ella, podremos saber si nos hallamos o no ante una norma de naturaleza procesal.
III.  Aplicación de las normas procesales en el tiempo y en el espacio
Las normas procesales no se aplican en cualquier tiempo y lugar. Sería ilógico pensar que siempre vamos a aplicar unas mismas normas procesales, porque estas irán cambiando cada lapso de tiempo. Del mismo modo, no tendría sentido pensar que las normas procesales de un país pueden aplicarse en otro superando las fronteras del Estado de que se trate. Así pues, se trata de delimitar el tiempo y el espacio en que se van a aplicar las normas procesales.
1.  En el tiempo: la irretroactividad
Las dificultades de la aplicación de las normas procesales en el tiempo no se producen respecto de leyes nuevas y procesos ya terminados pues está claro que ahí no hay ley alguna que aplicar y tampoco respecto de procesos nuevos surgidos cuando ya está en vigor una nueva ley procesal. Pues también ahí es obvio que la ley a aplicar será la nueva. Los problemas surgen respecto de los procesos en curso que habiéndose iniciado con una ley procesal ven como, en mitad de su tramitación, esa ley es derogada y sustituida por una ley procesal nueva.
La irretroactividad es la primera característica que regula este asunto y es el art. 2 LEC el que la establece: «Salvo que otra cosa se establezca en disposiciones legales de Derecho transitorio, los asuntos que correspondan a los tribunales civiles se sustanciarán siempre por estos con arreglo a las normas procesales vigentes, que nunca serán retroactivas». Luego, irretroactividad con carácter general, complementada con lo dispuesto en el derecho transitorio.
Una aplicación estricta de la irretroactividad llevaría a aplicar en un mismo proceso dos normas procesales diferentes con los problemas que ello conllevaría. Lo que sucede en la práctica es que la Disposición transitoria permite terminar el proceso (en primera instancia) con la ley no vigente. Así por ejemplo tenemos la Disposición Transitoria Segunda de la actual LEC en la que puede leerse que: «(...) los procesos de declaración que se encontraren en primera instancia al tiempo de la entrada en vigor de la presente ley, se continuarán sustanciando, hasta que recaiga sentencia en dicha instancia, conforme a la legislación procesal anterior. En cuanto a la apelación, la segunda instancia, la ejecución, también la provisional y los recursos extraordinarios, serán aplicables las disposiciones de la presente ley».
Las normas procesales comparten esta característica de la irretroactividad con las normas materiales. Así, cuando se juzgan unos supuestos de hecho aplicamos la norma sustantiva vigente en el tiempo en que se produjeron los hechos, aunque el juicio se lleve a cabo con posterioridad. De igual modo, aplicamos la ley procesal vigente en el momento del enjuiciamiento dado que es en ese tiempo cuando el proceso tiene lugar.
Cuando se dice que hay retroactividad tácita al aplicar la ley procesal nueva en procesos en los que se juzgan hechos que tuvieron lugar cuando estaba en vigor la anterior legislación procesal, se está incurriendo en una importante confusión entre normas materiales y normas procesales. Con un ejemplo se verá mejor.
Supongamos que el 1 de enero de 2025 tenemos en vigor una ley procesal que llamaremos Ley A. En la misma fecha se incumple un contrato de compraventa (regulado por la ley material A) por el vendedor y el comprador desea rescindirlo para lo que se dirige a los tribunales como demandante el 20 de marzo de 2025. Cinco días antes, el 15 de marzo entra en vigor una nueva ley procesal que llamaremos Ley B. Así tenemos que:
	•  1 de enero de 2025: En vigor la ley procesal A + Incumplimiento del contrato de compraventa + En vigor la ley material A.
	•  15 de marzo de 2025 Entra en vigor la ley procesal B.
	•  20 de marzo de 2025: Se inicia el proceso aplicándosele la ley procesal B.

Como puede apreciarse, no hay ningún tipo de irretroactividad tácita de la ley procesal al aplicar la Ley B —vigente desde el 15 de marzo— al supuesto de hecho que tuvo lugar el 1 de enero. La ley procesal no regula las relaciones jurídicas materiales que tuvieron lugar cuando estaba en vigor la ley procesal derogada. Eso lo hace la Ley material (la ley material que se tendría en cuenta en el proceso que sería la A, la de la firma del contrato) La Ley procesal —en concreto la que hemos dado en llamar Ley B—, regula el proceso y este no tiene lugar hasta el 20 de marzo.
2.  En el espacio: la territorialidad
Cuando nos planteamos la aplicación de las normas procesales en el espacio en un proceso es porque en él hay elementos de extranjería. Esto, que puede resultar decisivo para las normas sustantivas pues es posible su aplicación por los tribunales españoles, no sucede con las normas procesales. Según el art. 3 LEC: «Con las solas excepciones que puedan prever los Tratados y Convenios internacionales, los procesos civiles que se sigan en el territorio nacional se regirán únicamente por las normas procesales españolas».
La razón de ser de ese precepto es sencilla. Las normas procesales se gestan en el Parlamento y el Senado y, por tanto, su límite espacial es el Estado. Por otro lado, las que se refieren a CCAA tienen eficacia en su territorio que es territorio español y, por tanto, tienen el mismo límite genérico: el de las fronteras de la soberanía nacional. Del mismo modo sucede con las normas procesales extranjeras respecto a las españolas. Cuando sea necesario el auxilio judicial internacional, esto es, pedir ayuda a un tribunal extranjero para la realización de algún acto procesal, por ejemplo, tomar declaración a un testigo, el tribunal extranjero aplicará su propia ley procesal y no la española. En ese caso, tendremos un proceso español uno de cuyos actos estará regido por leyes procesales extranjeras. Se tratará de una manifestación de la territorialidad de las normas procesales de otro Estado y no de una excepción a la norma de la LEC.
Las excepciones a que se refiere el art. 3 LEC son contadas y pueden entenderse referidas a la capacidad procesal, pues se rige por la ley personal, pero, por ejemplo, no a la legitimación que es plenamente procesal.
IV.  Las fuentes del derecho procesal
1.  Son fuentes del derecho procesal
El art. 1.1 del CC dispone que «Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los principios generales del derecho». Este precepto no se refiere al derecho procesal sino al privado y, por ello, el elenco de fuentes que ofrece no es directamente aplicable al derecho que estudiamos.
La ley, en sus múltiples manifestaciones, sí es fuente del derecho procesal. No lo es la costumbre, como luego tendremos oportunidad de ver. Sí lo son los principios generales del derecho y la jurisprudencia complementa el elenco de fuentes. De modo que podríamos decir respecto a las fuentes del derecho procesal contenidas en el art. 1.1 CC que ni son todas las que están (no lo es la costumbre que aparece allí), ni están todas las que son (la jurisprudencia no está y sí que es, en determinados casos y con determinados matices, fuente).
1.1.  La ley
Con el término «la ley» nos referimos a diversas manifestaciones de ella empezando por la ley de leyes, esto es, la Constitución.
A)  La Constitución
El vocablo Constitución designa a una norma jurídica que es la ley fundamental de un Estado. Dicha ley regula los derechos, las obligaciones, las libertades, y garantías fundamentales de los ciudadanos y grupos sociales. Constituye la forma de gobierno y la organización del Estado. También previene los abusos de poder de las autoridades.
La Constitución española vigente de 6 de diciembre de 1978, contiene un buen número de normas de carácter procesal. Las señalamos a continuación.
En cuanto a artículos individualmente considerados:
	•  Art. 15 que reconoce el derecho a la vida e instaura la prohibición de torturas y penas o tratos inhumanos o degradantes.
	•  Art. 17 que consagra el derecho a la libertad personal.
	•  Art. 18 referido al derecho a la intimidad y la inviolabilidad domiciliaria.
	•  Art. 22 relativo al derecho de asociación.
	•  Art. 24 sobre la protección judicial de los derechos.
	•  Art. 25 que sanciona el principio de legalidad penal y establece el trabajo remunerado para los reclusos.
	•  Art. 53 atinente a la tutela de las libertades y derechos y al recurso de amparo.
	•  Art. 55 que dispone las condiciones para suspender derechos y libertades.
	•  Art. 106.1 que establece el control judicial de la Administración.

En cuanto a Títulos completos:
	•  El Título VI, intitulado «Del poder judicial».
	•  El Título IX, intitulado «Del Tribunal Constitucional».

La Constitución contiene el conjunto de normas supremas del Estado de modo que es la ley de mayor jerarquía de todas las existentes. El resto de legislación debe respetarla. Cuando eso no sucede es el Tribunal Constitucional el que realiza el denominado control de constitucionalidad de las leyes pronunciándose sobre la constitucionalidad de una ley o parte de ella. Se erige así en legislador negativo dada su capacidad de suprimir esa norma del ordenamiento jurídico. Lo anterior podría llevarnos a la errónea conclusión de que el resto de tribunales no tienen una relación directa con los mandatos constitucionales. Ello no es así. Los tribunales aplicarán la Constitución directamente en las siguientes situaciones:
	1.  Cuando se trate de normativa que reconozca derechos y libertades, pues la CE, en este punto, no es programática.
	2.  Cuando se trate de leyes preconstitucionales y contrarias a la CE, los tribunales inaplicarán dichas normas (Disposición Derogatoria de la CE).
	3.  Cuando se esté ante normas de rango inferior a la ley pre o postconstitucionales contrarias a la CE, los tribunales inaplicarán dichas normas (también si son contrarias a la ley y al principio de jerarquía normativa (art. 6 LOPJ).
	4.  Cuando apliquen las leyes interpretándolas de acuerdo a lo dispuesto en la CE. Solo cuando no sea posible la acomodación de la norma al ordenamiento constitucional plantearán la cuestión de inconstitucionalidad (art. 5.3 LOPJ).

B)  El derecho internacional no comunitario
El derecho procesal internacional consta de dos ámbitos bien diferenciados en lo que se refiere a nuestro país. Uno es el del derecho internacional comunitario, que denominaremos en el próximo apartado simplemente como derecho de la Unión. Y otro es el del derecho internacional no comunitario, es decir, el que regula

	a)  A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella;
	b)  A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección;
	c)  A ser juzgado sin dilaciones indebidas;
	d)  A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo;
	e)  A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo;
	f)  A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma empleado en el tribunal;
	g)  A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable.

	1.  Reglamento (UE) n.o 1215/2012, de 12 de septiembre de 2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil.
	2.  Decisión (UE) del Consejo, de 9 de junio de 2016, por la que se autoriza una cooperación reforzada en el ámbito de la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones relativas a los regímenes económicos de las parejas internacionales, tanto en materia de regímenes económicos matrimoniales como de efectos patrimoniales de las uniones registradas.
	3.  Reglamento (UE) 2024/1501 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de mayo de 2024, relativo a las medidas temporales de liberalización del comercio

	1.  Directiva 2014/41/CE, de 3 de abril de 2014, relativa a la orden europea de investigación en materia penal.
	2.  Directiva (UE) 2016/1919, de 26 de octubre de 2016, relativa a la asistencia jurídica gratuita a los sospechosos y acusados en los procesos penales y a las personas buscadas en virtud de un procedimiento de orden europea de detención.
	3.  Directiva 2016/343/UE, de 9 de marzo, por la que se refuerzan en el proceso penal determinados aspectos de la presunción de inocencia y el derecho a estar presente en el juicio.
	4.  Directiva 2016/800/UE, de 11 de mayo, relativa a las garantías procesales de los menores sospechosos o acusados en los procesos penales.
	5.  Directiva (UE) 2023/1544 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de julio de 2023, por la que se establecen normas armonizadas para la designación de establecimientos designados y de representantes legales a efectos de recabar pruebas electrónicas en procesos penales.
	6.  Directiva (UE) 2024/1385 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de mayo de 2024, sobre la lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica.

	1.  La constitución, funcionamiento y gobierno de los Tribunales, el estatuto jurídico de los Jueces y Magistrados de carrera y del personal al servicio de la Administración de Justicia, junto con el estatuto, régimen de incompatibilidades y funciones de los miembros del Consejo General del Poder Judicial, están reservados a una ley orgánica y no a cualquiera, ha de ser a la Ley Orgánica del Poder Judicial (en adelante LOPJ) (art. 122 CE).
	2.  Algunas garantías procesales penales tienen reserva de ley orgánica. Por ejemplo, la prisión provisional. También la regulación de la detención, de la inviolabilidad domiciliaria y del secreto de las comunicaciones en las investigaciones de bandas armadas y elementos terroristas (art. 55.2 CE).

	1.  Por un lado, no emana del Poder legislativo. Los arts. 1 de la LEC y de la LECrim dejan claramente establecido que los procesos se regirán por las leyes que los regulen.
	2.  Por otro lado, la costumbre es, por su propia naturaleza, de carácter local. No hay costumbres generalizadas en todo el territorio nacional. Si admitiéramos la costumbre como fuente del derecho procesal, habría que admitir, a su vez, la existencia de Derechos procesales diferentes según los distintos lugares. Eso chocaría frontalmente con el derecho procesal que consagra la CE.

	1)  El art. 18.4 de la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre propiedad horizontal, dispone que «la impugnación de los acuerdos de la Junta no suspenderá su ejecución, salvo que el juez así lo disponga con carácter cautelar, a solicitud del demandante, oída la comunidad de propietarios». Os parece que esta es ¿una norma de carácter procesal o sustantivo? ¿Qué criterio seguís para identificarla?
	2)  La LEC no dice nada acerca de que se puedan aportar en la vista escritos para ilustrar al Juez, como, por ejemplo, instructas donde aparezcan relacionados los medios de prueba de que pretende hacerse uso en el juicio. Se trata de documentación que respalda la exposición oral de los abogados. Esta forma de proceder es una costumbre en ciertos tribunales de nuestro país. ¿De qué clase de costumbre se trata contra legem, secundum legem o praeter legem? ¿Es fuente del derecho procesal? Razonad la respuesta.
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